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Desde los inicios de la presente década, la legislación destinada a 
fomentar el desarrollo de un mercado basado en los principios de la 
leal y libre competencia y en el respeto de los derechos del consumi­
dor y de la propiedad intelectual, ha experimentado un notable 
desarrollo en nuestro país. Hoy en día, el modelo implantado por el 
actual gobierno ha generado expectativas de futuro crecimiento y 
desarrollo económico; y, se vislumbra, la decisión política de fortale­
cer las instituciones llamadas a supervisar el funcionamiento adecua­
do del mercado

1
• Dentro del contexto de esta significativa reforma 

legislativa cobran singular importancia las normas dirigidas a la 
protección del consumidor; entre las cuales destacan el Decreto 
Legislativo No 716, Normas Sobre Protección al Consumidor, y el 
Decreto Legislativo No 691, Normas de la Publicidad en Defensa del 
Consumidor. 

Con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley de Normas de la 
Publicidad en Defensa del Consumidor, en el Perú coexistían una 
serie de dispositivos legales disímiles e incluso contradictorios en 
materia de actividad publicitaria. Esta dispersión trascendía a las 
distintas dependencias gubernamentales encargadas de supervisar 
tal actividad, generándose "una suerte de incertidumbre jurídica que 
era preciso erradicar"

2
• Quizás el principal mérito del Decreto Legis­

lativo No 691 radica precisamente en haber reunido en un único y 
ordenado cuerpo le gallos principios que rigen la publicidad comer­
cial y en haber concentrado su supervisión en una sola autoridad 
es tata{ 
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No cabe duda que hoy la "publicidad se manifiesta 
( ... )como una de las actividades más importantes a 
través de la cual el empresario se pone en contacto 
con la gran masa de consumidores, a fin de lograr un 
mayor número de contratos para sus bienes o servi­
cios"4. De esta manera, la publicidad se presenta 
como una herramienta indispensable en un merca­
do que pretende inspirarse en los principios de la 
libre competencia. 

El presente comentario pretende trazar de manera 
preliminar los fundamentos que subyacen al princi­
pio de veracidad en materia publicitaria. Por otro 
lado, pretendemos establecer algunos criterios a 
partir de los cuales resulte posible determinar sobre 
quién debe recaer la carga de probar la veracidad o 
no de las afirmaciones diseminadas a través de la 
publicidad comercial. Para ello, nuestro enfoque se 
limita a comparar las opciones de imponer dicha 
carga ya sea en los consumidores o en los 
anunciantes, excluyendo del análisis, en esta opor­
tunidad, el rol que la administración pública podría 
desempeñar en esta materia. 

La resolución materia de comentario ha sido elegi­
da, más que por su resonancia en los medios de 
comunicación o por la importancia de las partes 
involucradas en la misma, por razón a que ésta 
resulta ser clara y didáctica, a la vez que establece 
algunos precedentes administrativos de suma 
relevancia para la actividad publicitaria. 

11. ¿QUE SUCEDIO? 

El día 8 de agosto de 1995, la empresa COAINSA 
COMERCIAL S.A. denunció a UNION 
AGROQUIMICA DEL PERU S.A. ante la Comisión 
de Supervisión de la Publicidad y Represión de la 
Competencia Desleal del INDECOPI, por haber 
incurrido en actos de engaño tipificados en el artícu­
lo 9° del Decreto Ley No 26122, Ley de Represión de 
la Competencia Desleal, al difundir información 
incorrecta respecto a la composición química del 

fertilizante VERDEggio, producto elaborado por 
esta última empresa. 

La denuncia presentada por COAINSA COMER­
CIAL S.A. se sustentaba en el hecho que en folletos 
que promocionaban el fertilizante VERDEggio y en 
los envases (sacos de polipropileno) del mismo se 
había consignado que éste estaba compuesto princi­
palmente en un 15% de nitrógeno, en un 15% de 
fósforo, en un 17% de potasio, en un 12% de calcio y 
en un 2% de magnesio. Los altos porcentajes 
pub licitados por UNION AGROQUIMICA S.A. lla­
maron la atención de su competidor, despertando 
sospechas que posteriormente llevaron a la denun­
ciante a verificar la veracidad de los mismos. En este 
sentido, COAINSA COMERCIAL S.A. acudió a SGS 
DEL PERU S.A., laboratorio de ensayo acreditado 
ante el INDECOPI, a fin de realizar los ensayos 
químicos pertinentes sobre una muestra del referi­
do fertilizante. Los ensayos practicados arrojaron 
como resultado que el producto VERDEggio estaba 
compuesto en un 3.11% de nitrógeno, en un 5.4% de 
fósforo, en un 1.09% de potasio, en un 12.5% de 
calcio y en un 1.8% de magnesio. 

Recibida la denuncia, y atendiendo a la naturaleza 
de los medios empleados para difundir la composi­
ción química controvertida, la Comisión de Super­
visión de la Publicidad y Represión de la Competen­
cia Desleal del INDECOPI (en adelante la Comi­
sión) decidió tramitar ésta en la vía procedimental 
prevista por el Decreto Legislativo No 691.

5 

Posteriormente, durante la tramitación del proceso, 
la Comisión requirió de oficio a la empresa denun­
ciada para que acreditase, mediante la presentación 
de un informe de ensayo practicado por un labora­
torio debidamente acreditado ante el INDECOPt, 
la veracidad de la composición química diseminada 
en los anuncios materia de denuncia, en ejercicio de 
la potestad conferida a aquélla por el artículo 15° del 
Decreto Legislativo antes mencionado. 

• . . . ... ' .• , : . . .. ' . . . ···•> . ·,, •. · > ., •• ,,. \ >• ••. •• . ' ·. . . . • ,.· . . .. ' 
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La empresa UNION AGROQUIMICA DEL PERU 
S.A. presentó un informe que contenía el resultado 
de un análisis por difractometría de rayos X practi­
cado por el Laboratorio de Espectrometría de la 
Facultad de Ingeniería Geológica Minera y Metalúr­
gica de la Universidad Nacional de Ingeniería. Este 
análisis concluyó que la muestra materia de estudio 
estaba compuesta principalmente en un 14% por 
urea [CO(NH2)2], en un 15% por superfosfato de 
calcio simple [Ca(H2P04)z], en un 17% por sulfato 
neutro de potasio [K2S04], en un 13% por sulfato de 
calcio (anhidrita) [CaS04) y en un 1.8% por sulfato 
de magnesio heptahidratado (epsomita) 
[MgS047HP]. 

111. ¿COMO RESOL VIO LA COMISION? 

Lima, 19 de octubre de 1995 

Resolución N° 073-95-C.P.C.D. 

VISTOS: El expediente No 098-95-C.P.C.D iniciado 
por COAINSA COMERCIAL S.A. contra UNION 
AGROQUIMICA DEL PERU S.A. por presuntas 
infracciones a las Normas de Publicidad en Defensa 
del Consumidor; y, 

CONSIDERANDO: 

( ... ) 

6. Que, en el extremo de la denuncia referido a la 
publicidad por medio de envases, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 2° del Decreto Supre­
mo No 20-94-ITINCI, Reglamento de la Ley de Nor­
mas de la Publicidad en Defensa del Consumidor, se 
entiende publicidad por envase a toda referencia 
distinta a la información propia de las normas de 
rotulado, y la información técnica del producto; 

7. Que, por otro lado, de conformidad con lo dis­
puesto por los artículos 15° y 16° del Decreto Legis­
lativoNo716,NormasSobreProtecciónalConsumi­
dor, es obligación de los proveedores consignar en 
los envases de los productos ofertados la informa­
ción referida a los componentes del producto anun­
ciado; 

8. Que, en este sentido, siendo que los componen­
tes químicos del producto VERDEggio constituyen 
una información propia del rotulado de los produc­
tos que debe consignarse en éstos, no se configura 
en cuanto a este extremo de la denuncia un supuesto 
de infracción publicitaria a través de envases; no 
resultando, por ende, la Comisión de Supervisión 
de la Publicidad y Represión de la Competencia 

Desleal competente para conocer la denuncia en 
este extremo, debiendo ponerse la misma en cono­
cimiento de la Comisión de Protección al Consumi­
dor; 

9. Que, el artículo 4° Decreto Legislativo No 691 
establece que los anuncios no deberán contener 
informaciones ni imágenes que directa o indirecta­
mente, o por omisión, ambigüedad o exageración, 
puedan inducir a error al consumidor, en especial 
sobre las características del producto, el precio y las 
condiciones de venta; 

10. Que, el artículo 15° del Decreto Legislativo No 
691 señala que cualquier ilustración, descripción o 
afirmación publicitaria sobre el producto anuncia­
do será siempre susceptible de prueba por el 
anunciante, en cualquier momento y sin dilación, a 
requerimiento de la Comisión, de oficio o de parte; 

11. Que, para efectos de interpretar la norma 
transcrita en el considerando anterior debe atenderse 
a lo dispuesto en esta materia por el artículo 15° del 
Decreto Legislativo No 716, Normas Sobre Protec­
ción al Consumidor, según el cual está prohibida 
toda información o presentación que induzca al 
consumidor a error respecto a la naturaleza, origen, 
modo de fabricación, componentes, usos, volumen, 
peso, medidas, precios, forma de empleo, caracte­
rísticas, propiedades, idoneidad, calidad o cual­
quier otro dato de los productos o servicios ofreci­
dos, y por el artículo 9° del Decreto Ley No 26122, 
Ley de Represión de la Competencia Desleal, que 
establece como acto de engaño la utilización o difu­
sión de indicaciones incorrectas o falsas, la omisión 
de las verdaderas y cualquier otro tipo de práctica 
que por las circunstancias en que tenga lugar, sea 
susceptible de inducir a error a las personas a las que 
se dirige respecto a la naturaleza, modo de fabrica­
ción o distribución, características, aptitud para el 
uso, calidad y cantidad, y en general, las ventajas 
que realmente ofrecen los productos o prestaciones 
anunciados; 

12. Que, en tanto los proveedores de bienes y servi­
cios, gracias a su organización empresarial y a su 
experiencia en el mercado, adquieren y utilizan de 
mejor manera que los consumidores la información 
relevante sobre las materias primas y otros factores 
involucrados en sus procesos productivos, la 
racionalidad de las normas transcritas en los 
considerandos anteriores se orienta a proteger a los 
consumidores de la asimetría informativa en que se 
encuentran dentro del mercado, motivo por el cual 
es deber de la Comisión supervisar que la informa­
ción contenida en los anuncios sea veraz; 
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13. Que, tanto el respeto a la libre y leal competencia 
como el interés colectivo de los consumidores exige 
que los anunciantes estén en capacidad de acreditar, 
en cualquier estado de los procesos referidos a 
publicidad comercial, a través de medios probato­
rios idóneos, la veracidad de las afirmaciones que 
difunden por medio de sus anuncios, pues éstas 
sirven de sustento a las decisiones de consumo que 
adopta el público; ello quiere decir que los 
anunciantes tienen el deber de contar, antes de 
lanzar una campaña publicitaria, con todo el susten­
to probatorio que acredite adecuadamente las ca­
racterísticas atribuidas en sus anuncios a los pro­
ductos y servicios publicitados; 

14. Que, el informe emitido por el laboratorio de la 
Facultad de Ingeniería Geológica, Minera y Meta­
lúrgica de la Universidad Nacional de Ingeniería, 
presentado por la denunciada, que corre a fojas 60 y 
ss., no es prueba suficiente para demostrar la vera­
cidad de la composición química atribuida al pro­
ducto VERDEggio en los folletos materia de denun­
cia, toda vez que el referido laboratorio no se en­
cuentra acreditado ante el INDECOPI; no obstante 
lo anterior, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 197° del Código Procesal Civil, todos los 
medios probatorios deben ser valorados por el 
juzgador en forma conjunta, utilizando su aprecia­
ción razonada; 

15. Que, en el folleto materia de denuncia se anun­
cia que "VERDEggio es un fertilizante compuesto 
( ... ) que contiene 3 elementos principales (mayo­
res) ... ": 15% de nitrógeno, 15% de fósforo y 17% de 
potasio; 

16. Que, en el informe de laboratorio presentado 
como medio probatorio por la denunciada no se 
indican las referencias de los métodos de ensayo 
utilizados; por otro lado, el referido análisis conclu­
ye cuáles son los valores de los compuestos (sales) 
de la muestra analizada más no cuáles son los 
valores de los elementos químicos que la compo­
nen; 

17. Que, en lo referido al porcentaje de nitrógeno 
contenido en el producto VERDEggio, el análisis 
efectuado por el laboratorio de la Facultad de Inge­
niería Geológica, Minera y Metalúrgica de la Uni­
versidad Nacional de Ingeniería, concluye que la 
muestra analizada contenía un 14% de úrea; en este 
sentido, si bien la úrea contiene nitrógeno, en el 
referido análisis no se indica el valor de este elemen­
to químico en la muestra estudiada; por otro lado, 
habiéndose determinado que el producto analizado 
contenía un 14% de úrea, atendiendo a que el 
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nitrógeno es un elemento químico que compone la 
úrea y que en el referido análisis no se indica el 
contenido de este elemento bajo alguna otra forma, 
debe concluirse que el valor del nitrógeno conteni­
do en el producto analizado no puede ser equiva­
lente al15% publicitado; 

18. Que, en lo referido al porcentaje de fósforo 
contenido en el producto VERDEggio, el análisis 
mencionado en el considerando anterior no indica 
el valor de este elemento químico en la muestra 
estudiada, señalando únicamente que esta última 
contenía un 15% de superfosfato de calcio simple; 
en este sentido, si bien el superfosfato de calcio 
simple está compuesto, entre otros elementos, por 
fósforo, en el análisis no se determina el valor de este 
elemento químico en la muestra estudiada; razón 
por la cual, debe concluirse, en base a las mismas 
razones expuestas en el caso del nitrógeno, que el 
valor del fósforo contenido en el producto analiza­
do no puede ser equivalente al15% anunciado; 

19. Que, en lo referido al porcentaje de potasio 
contenido en el producto VERDEggio, el informe 
del resultado de análisis presentado por la denun­
ciada señala que la muestra analizada contenía un 
17% de sulfato neutro de potasio; en consecuencia, 
siendo que el sulfato neutro de potasio está com­
puesto, entre otros elementos, por potasio el referi­
do análisis no determina el valor de este elemento 
químico en la muestra estudiada; razón por la cual, 
al igual que en los elementos señalados en los 
considerandos anteriores, el valor del potasio conte­
nido en el producto analizado no puede ser equiva­
lente al17% publicitado; 

20. Que, por las razones expuestas, la empresa de­
nunciada no ha acreditado la veracidad de la infor­
mación contenida en los folletos publicitarios mate­
ria de denuncia referida a la composición química 
del producto anunciado; razón por la cual, debe 
concluirse que la denunciada ha infringido lo dis­
puesto en el artículo 4° del Decreto Legislativo No 
691; 

21. Que, el artículo 15° del Decreto Supremo No 20-
94-ITINCI establece que para la aplicación de san­
ciones por infracciones al Decreto Legislativo No 
691, se tendrá en consideración la naturaleza del 
medio de comunicación empleado y las posibilida­
des técnicas que éste ofrece para su difusión; siendo 
a su vez criterio de la Comisión establecer dichas 
sanciones en función a la gravedad de la falta come­
tida por el agente, los beneficios obtenidos a raíz del 
desarrollo de la práctica ilícita y el comportamiento 
del mismo a lo largo del proceso; 



22. Que, de conformidad con el artículo 24° del 
Decreto Legislativo No 788, se creó la Comisión de 
Supervisión de la Publicidad y Represión de la 
Competencia Desleal para velar por el cumplimien­
to de las normas de publicidad en defensa del 
consumidor aprobadas por Decreto Legislativo No 
691 y por el cumplimiento de las normas que sancio­
nan las prácticas contra la buena fe comercial, de 
acuerdo a lo establecido por el Decreto Ley No 
26122; 

La Comisión de Supervisión de la Publicidad y 
Represión de la Competencia Desleal en su sesión 
de fecha 19 de octubre de 1995, 

HA RESUELTO: 

PRIMERO: Declarar IMPROCEDENTE la denun­
cia presentada por COAINSA COMERCIAL S.A. 
contra UNION AGROQUIMICA DEL PERU S.A. 
en el extremo referido a la difusión de información 
engañosa en los envases del producto VERDEggio, 
oficiando a la Comisión de Protección al Consumi­
dor para los fines pertinentes; y, FUNDADA en el 
extremo referido a la información difundida por 
medio de folletos, por infringir lo dispuesto por el 
artículo 4" del Decreto Legislativo N° 691. 

SEGUNDO: MULTAR a la empresa denunciada 
UNION AGROQUIMICA DEL PERU S.A. con 2 
(dos) U.I.T. y ordenar que en sus futuros anuncios 
consigne los porcentajes correspondientes a los ver­
daderos valores de los elementos químicos conteni­
dos en sus productos; 

TERCERO: Ordenar que la denunciada cumpla con 
lo ordenado por la presente resolución en un plazo 
no mayor a 3 días de recibida la notificación de la 
misma, bajo apercibimiento de imponer una san­
ción de 4 U.I.T. y ordenar su cobranza coactiva, de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 20° del 
Decreto Legislativo No 691. Dr. Alejandro Falla, 
Dra. Pilar Dávila, Sr. Alfredo Castillo, Ing. Luis 
Cabieses. 

IV. COMENTARIO 

4.1 Problemas de información asimétrica 

En una economía a escala, corno regla general, los 
consumidores individualmente considerados se 

encuentran en una posición desventajosa en rela­
ción a los proveedores de los bienes y servicios que 
se ofrecen en el mercado. Esta desventaja principal­
mente se traduce en un problema de costos en el 
acceso a determinada información relevante que 
permite que las decisiones de consumo de cada 
individuo sean las que, en su opinión, le reporten 
mayores beneficios; en otras palabras, que permite 
que éstas sean razonables. 

Diariamente debemos tornar decisiones de consu­
mo, optando entre los distintos bienes y servicios 
que nos ofrece el mercado, dentro de nuestras posi­
bilidades económicas. "Un consumidor, por ejem­
plo, debe cotejar las compras que desea efectuar con 
las posibilidades de gasto que le brinda un presu­
puesto restringido. Dentro de este cálculo, el consu­
midor no sólo tomará en cuenta cuáles son los 
bienes que desea adquirir, sino también cuántos de 
ellos puede efectivamente comprar; y, más impor­
tante aún, cuáles y cuántos bienes distintos al pri­
mero deberá de deja de comprar para así adquirir el 
deseado. De esta forma, los consumidores evalúan 
las posibilidades de gasto que tiene frente a sí y 
asignan sus recursos escasos a los fines que, en su 
opinión, les reporten más utilidades, es decir, a 
aquéllos que les representen la adquisición de un 
mayor valor por unidad rnonetaria."

7 

Sin embargo, sin un adecuado suministro de infor­
mación, la libertad de elección de los consumidores 
se vería seriamente limitada. Por un lado, la infor­
mación permite que los consumidores puedan co­
nocer las alternativas que les ofrece el mercado; por 
otro, la información permite comprender suficien­
temente las irnplicancias de cada una de ellas y, 
sobre todo, facilita la comparación. Así, un suminis­
tro adecuado de información relevante evitará que 
los consumidores incurran innecesariamente en cos­
tos de oportunidad

8 
a la vez que les permitirá adop­

tar las decisiones de consumo que mejor satisfagan 
sus necesidades. 

Asimismo, el conocimiento en sí muchas veces re­
sulta ser materia de elección. En este sentido, un 
consumidor puede elegir adquirir mayor informa­
ción si considera que esta elección mejorará su deci­
sión de consumo lo suficiente corno para que valga 
el esfuerzo. Sin embargo, cuando los costos en el 
acceso a esta información exceden nuestras expecta­
tivas de mejoramiento, lo razonable sería decidir no 
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adquirir conocimientos adicionales. En el caso que 
nos ocupa, dicha información básicamente estaría 
relacionada a verificar la veracidad de las afirmacio­
nes diseminadas por los anunciantes respecto a las 
características de los bienes y servicios pub licitados, 
sus precios y las condiciones de venta. Como vere­
mos más adelante, comúnmente no existe una ma­
nera práctica para que un consumidor verifique la 
veracidad de las características que los anunciantes 
atribuyen a sus productos, con anterioridad a la 
adquisición de los mismos. 

Trebilcock resume el problema de la información 
asimétrica de la siguiente manera: "Thus, how much 
infornzation is requiered for the exercise of autonomous 
clzoices presents a complexpuzzle: it is difficult to conceive 
of a choice as autonomous without basic information on 
its implications, but beca use information is often costly it 
may be rational to choose to forgo the acquisition of 
further information where its expected benefits are less 
than its expected costs. "

9 

4.2 La actividad publicitaria y su regulación 

Como hemos esbozado en párrafos anteriores, la 
información constituye una condición previa para 
una elección razonable por parte de los consumido­
res10. Con ella, se busca garantizar la transparencia 
en el mercado -es decir, el conocimiento completo 
que poseen los participantes en el mercado sobre 
sus ofertas y demandas-, necesaria para alcanzar 
mayor eficiencia en las negociaciones. 

Por otro lado, cotidianamente apreciamos la proli­
feración de productos de consumo que ingresan a 
competir en el mercado, elaborados con estándares 
tecnológicos cada vez más complejos. De esta mane­
ra, la posibilidad de que un consumidor pueda 
acceder por sus propios medios a conocimientos 
respecto al modo de fabricación, los componentes, 
las características u otra información pertinente para 
su elección de consumo, resulta ser un sueño difícil 
de soñar. En la práctica, dicha información sólo es 

manejada adecuadamente por las empresas que 
ofrecen los mencionados productos. (Ver conside­
rando 12 de la resolución comentada) 

Ante esta realidad, la labor creativa del Derecho 
reside en establecer las vías y modos de comunica­
ción adecuados para transmitir esta información a 
los consumidores ( v. gr. en el rotulado de productos 
envasados). Entonces, la pregunta que cabe hacerse 
es si la publicidad constituye o no una vía de comu­
nicación adecuada para estos fines. 

Publicidad, como el propio término lo insinúa, sig­
nifica comunicación pública. Ello, sin embargo, no 
implica que toda actividad publicitaria tenga por 
propósito el informar u. Cabe en este momento 
distinguir entre la publicidad con fines de interés 
público y la publicidad con fines comerciales. La 
primera es aquella cuyo mensaje publicitario no es 
con tratable ni se circunscribe al ámbito económico. 
Ejemplos cercanos a nuestra reciente experiencia 
son los anuncios de radio y televisión difundidos 
con propósito de la campaña "Comprobante de 
Pago" de la SUNAT o los difundidos en la campaña 
de preservación de los delfines. 

Por otro lado, la publicidad comercial propiamente 
dicha tiene por finalidad fomentar el consumo de 
bienes o la utilización de servicios. "Tomado un 
producto, por sí generalmente similar a otros de su 
clase, la publicidad tiene la misión de sacar a la luz 
aquellos aspectos que lo individualizan, apoyándo­
se en la diferente concurrencia de los valores da­
dos."12 Así, la publicidad comercial no es más que 
una forma de "marketing" o una herramienta, qui­
zás la más eficaz, con la que cuentan los proveedo­
res en el mercado para distinguir sus productos o 
servicios de los de sus competidores, con el propó­
sito de promover su adquisición. La publicidad 
comercial, entonces, busca satisfacer un interés del 
productor, comerciante o empresario. Siendo así, 
compartimos plenamente la idea que la "publicidad 
es, en este sentido, una manifestación o componente 

" . .·.··· ·.···· ·...... . .·· ..••••••....•. ... > ••....... ···••·•···••····••·••····•···.··••·• TREBILCOCK, MichaelhThe lirriítoffteij(iom of conttact CaUij:¡rídge; Barvarct.~niyer~;ity .Press; l993}p.JQ3 

¡o . ..·.••··••••••• ··•·• ·········.·········•············· .•.• ) / •.• • <(··············· ><• >······· >.······ ) ................ i}· .•••.......•.•••.•.•••••••.••...•...•.•.••••.•..••••••.•.••.••••••••..• Kim Lane Scheppele {FitaqaporTREBli;C;gSK,f.J]Fha~t]-;qq:Fi~,,p.lQ2)~qstiene:"{nformJ21ian pla!fsa qúal rQieirl ~¡¡tiqrla1 ~h()i(/! theory. 
On one hand, it is a precpndit#in af chiJi~~> ]'11at is! om: nr~ds a wta(#. Un'l(!tl~tpfinfqrrr¡f!fiOn i~ or4er ta be abté{óirndgjrie onr.'s l!lte:rna#v~s, N. 
1mderstm1d enoüghoji1Jeirimplication$to~able tad¡sting~ísh m¡ji)~Sl/iefiJ!tl~d to as~s~Wích o~e ¡oo!ffli b~t múize one'rqíms.All thís reqt¡ieres 
quílea lot ofknowledge mur genera11y spe.akiljgi #ii11Jare thebettq,Ont#e.other~ai1.1i¡~rw~vN4g~)s ítselfa~.(JN~gtp!Ff!oice; tha.t ls( pt¡.e c~nc}w~r. • 
w!tetlu;r U¡ acquire more. injor1tJ.~tion. • -¡ynwu~~gned~cili~stqai:quíre ~tfpii iitftJrW.~tlon ~ry&4sri()! w#Y ocr1 rpltqt on~a/m~qy k~tows put on dnf's 
estima tes of tite chances th4.t more k~owidgex~íl/jmprov~ ihe1~cisi()t! ~o~gh t?k~JPort}¡gn~·~ fffilrto;: q~@·all!f ~peilkrng, insuc}¡~ situatían the·· 
less additional knowledgemie ne~ds¡Jhe better." . .. ..... .. . . . ... . . . . .. . . . .. .. .. . . . . . 

Ver DESANTES §l)ANTE~,· J;M;. ElM~® Jurídíc.o}iel~ lfu¡.j~icig*l ~n ~l§ryte~@.i)fela lof9rmacíón~ ~ Póii\E!ra!iJ()mactas cte• • 
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de la libertad de empresa, y no cabe pretender 
reducirla a un instrumento de política de educación 
e información de los consumidores. Si es tal, la 
publicidad (comercial) busca la incitación o persua­
sión, y no la información. Informará en la medida en 
que los datos sean un elemento de persuasión para 
la adquisición del producto o servicio, mientras que 
procurará silenciar la información de datos menos 
favorables."

13 
¿Debe por ello concluirse que la pu­

blicidad no constituye una vía de comunicación 
adecuada para compensar la desventaja en la que se 
encuentran los consumidores debido a los proble­
mas de información asimétrica antes explicados? 

Algunos autores como Pasquau Liaño consideran 
que, como una manifestación más de la llamada 
"función social" de la empresa "cabe 'gravar' el 
derecho a la actividad publicitaria con una 'carga' 
de información mínima sobre determinadas cuali­
dades esenciales del producto o servicio anunciado, 
cuyo incumplimiento pueda determinar la ilicitud 
de la publicidad"

1
.¡. Por lo contrario, nuestra opi­

nión es que la regulación estatal restringe la libre 
competencia; y, consideramos que, en todo caso, 
deben potenciarse otras vías para informar adecua­
damente a los consumidores. 

Sin embargo, la regulación de la publicidad comer­
cial debe, como veremos a continuación, exigir la 
veracidad de la información diseminada en los anun­
cios. Esta es la manera como la regulación de la 
actividad publicitaria puede contribuir a alcanzar el 
objetivo de transparencia en el mercado. Lo que se 
debe regular no es el tipo o cantidad de información 
que ha de ser difundida en los anuncios sino, por el 
contrario, la prevención de los excesos en los que 
pueden incurrir los anunciantes con el propósito de 
captar clientela. En síntesis, la "publicidad podrá 
ser lícitamente parcial, persuasiva, incitadora, in­
cluso -en cierto modo- 'manipuladora', pero en todo 
caso ha de ser veraz"

15
. 

4.3 El principio de veracidad en materia publi­
citaria 

El engaño -concebido en términos generales como el 
acto por el cual un competidor genera una impre-

sión falaz respecto de sus propios productos o ser­
vicios- es probablemente la forma más común de 
competencia desleal. Como ha señalado la Organi­
zación Mundial de Propiedad Intelectual (OMPI), 
"misleading can have quite serious consequences: the 
consumer, relying on incorrect information, may suffer 
financia! ( or more harrnful) prejudice. The honest 
competitor loses clients. The transparency of the market 
diminishes, with adverse consequences for the economy 
as a whole and econornic welfare."16 

Por otro lado, el medio más común a través del cual 
se ejerce el engaño en las relaciones comerciales es la 
publicidad. Por ello, en la mayoría de los países, 
entre los cuales se encuentra el Perú, se ha optado 
por una legislación especial que prevea 
específicamente la tutela contra el engaño pub licita-

. 17 
no. 

La exigencia del principio de veracidad en materia 
publicitaria no es más que una manifestación den­
tro del género de represión del engaño en las rela­
ciones comerciales. (Ver considerando 11 de la reso­
lución comentada) Hoy, con el desarrollo de los 
medios de comunicación masiva, la difusión publi­
citaria de afirmaciones falaces conlleva a que, por 
un lado, se multipliquen los efectos distorsionantes 
que esta actividad produce en la competencia; y, 
que potencialmente dicha conducta sea susceptible 
de afectar el derecho a la libertad de elección de un 
mayor número de consumidores. 

El caso materia de comentario ilustra un claro ejem­
plo de infracción al principio de veracidad: un pro­
ductor atribuye a sus productos, por medio de 
folletos publicitarios, una composición química fal­
sa. Las consecuencias son claras. Por un lado, la 
única alternativa que tendría un consumidor -esto 
es, un agricultor en el presente caso- para verificar la 
veracidad de la composición química atribuida al 
fertilizante promocionado sería adquirir una mues­
tra y practicarle un ensayo de laboratorio, con los 
costos que ello implica. El agricultor tendría que 
seguir este procedimiento con todos los fertilizantes 
ofrecidos en el mercado a fin de determinar cuál de 
éstos es el más conveniente para sus intereses. 

. .. 

n PASQUA U LIAÑO, MigueL Contro!Jurídko de la Acl:íví<:iadi.Poibli(:itaria, En: Comentarios a la Ley General Para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios. Madrid: Cívítas, 1992; 

14 
Ob.:cit.1 loe. ·cit. 

THEMIS 
245 



El fundamento para exigir la veracidad de las afir­
maciones publicitarias yace en el simple hecho que 
es prácticamente imposible que un consumidor 
pueda verificar las características que los anunciantes 
atribuyen a sus productos, antes de adquirir los 
mismos. Ahora, si dichas características son enga­
ñosas, el consumidor probablemente terminará in­
virtiendo sus escasos recursos en la adquisición de 
un bien que no satisfacerá plenamente sus necesida­
des: celebrará una transacción ineficiente. Si, por el 
contrario, requiriésemos a los consumidores verifi­
car por su cuenta y costo la veracidad de las afirma­
ciones difundidas en los anuncios de todos y cada 
uno de los productos que diariamente necesitan 
adquirir,la celeridad en el tráfico de bienes y servi­
cios se vería drásticamente restringida, desequili­
brando las bases mismas de nuestra organización 
económica. (Ver considerando 12 de la resolución 
comentada) 

El funcionamiento adecuado del mercado exige, 
por ende, que los competidores concurran de mane­
ra leal, que capten mayor número de clientes porque 
ofrecen un mejor producto o servicio, porque la 
calidad de éstos es superior, porque sus precios son 
más cómodos o las condiciones de venta más conve­
nientes y no porque engañan a los consumidores; 
asimismo, el mercado requiere de transparencia 
que facilite, simplifique y acelere el intercambio 
económico. 

4.4 La carga de probar y la "substanciación" 
previa 

Corresponde ahora preguntarnos quién debe pro­
bar la veracidad de las afirmaciones diseminadas en 
los anuncios. En la mayoría de los sistemas procesa­
les del mundo la carga de probar corresponde a 
quien afirma los hechos que configuran su preten­
sión. Aplicando este criterio, correspondería al con­
sumidor afectado con la publicidad engañosa de­
mostrar dentro de un proceso, en nuestro caso ad­
ministrativo, que las afirmaciones diseminadas en 
un anuncio son falsas y que éstas lo indujeron a 
error. Sin embargo, los elevados costos de probanza 
desincentivarían la presentación de denuncias por 
parte de los consumidores. Ello nos lleva a concluir 
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que la carga de probar no puede ni debe recaer en los 
consumidores. 

Como hemos señalado anteriormente, dada la 
asimetría de información y de recursos existentes 
entre los proveedores y los consumidores, económi­
camente resulta más razonable e impone un costo 
social menor, requerir a los fabricantes probar las 
afirmaciones diseminadas en sus anuncios. En este 
sentido, jurisprudencia de la Federal Trade Commission 
de los Estados Unidos de América justifica tal re­
querimiento en el hecho que los proveedores cuen­
tan con las posibilidades técnicas, los conocimien­
tos, el equiRo, el tiempo y los recursos necesarios 
para tal fin . 

La OMPI señala que, por ejemplo, la Comunidad 
Económica Europea ha dictado directivas sobre 
publicidad engañosa que obligan a los Estados miem­
bros a requerir a los anunciantes proporcionar evi­
dencia respecto a la veracidad de las afirmaciones 
difundidas en su publicidad cuando tal requeri­
miento sea apropiado atendiendo a las circunstan­
cias específicas de cada caso en particular 

19
• Algu­

nos países -entre los cuales destacan Bélgica, Dina­
marca, Francia y Holanda- han optado por "inver­
tir" la carga de la prueba. 

Un caso que resulta de particular interés es el de los 
Estados Unidos de América. La Federal Trade 
Commission -la autoridad administrativa o agencia 
federal más importante en los Estados Unidos para 
temas relacionados a la competencia y a la protec­
ción del consumidor- ha desarrollado en las últimas 
décadas la teoría de la "base razonable". Según esta 
teoría, si un anunciante asevera algo objetivo al 
publicitar un producto o servicio (v. gr.,la mayoría 
de los médicos recomiendan, estudios demuestran, 
etc., para poner algunos ejemplos evidentes) se 
debe a que aquél cuenta con el sustento necesario 
(con una base razonable) para creerlo cierto, o por lo 
contrario no lo habría afirmado. De ahí que los 
anunciantes tengan la obligación legal de 
"substanciar" todas las aseveraciones objetivas re­
feridas a sus productos, antes de diseminar éstas en 
su publicidad

20
; no hacerlo constituye, 



dentro de este razonamiento, un acto desleal y 
- 21 enganoso . 

En lo concerniente a la legislación peruana, el Decre­
to Legislativo N" 691 ha optado por una posición 
intermedia. El artículo 15° de la mencionada Ley 
dispone que cualquier ilustración, descripción o 
afirmación publicitaria sobre el producto anuncia­
do será siempre susceptible de prueba por el 
anunciante, en cualquier momento y sin dilación, a 
requerimiento de la Comisión de Supervisión de la 
Publicidad y Represión de la Competencia Desleal 
del INDECOPI, de oficio o a pedido de parte. 

Así, por un lado, la posición adoptada por la Ley de 
Normas de la Publicidad en Defensa de los Consu­
midores-se asemeja a la propuesta por las directivas 
de la Comunidad Económica Europea en tanto será 
obligación de los anunciantes acreditar la veracidad 
de las afirmaciones contenidas en sus anuncios ante 
el requerimiento de la autoridad competente. Sin 
embargo, a diferencia de las citadas directivas, del 
texto del artículo 15" antes referido no se desprende 
que para el ejercicio de tal requerimiento resulte 
necesario que éste sea apropiado atendiendo a las 
circunstancias específicas de cada caso en particu­
lar. 

Por otro lado, la opción peruana no constituye pro­
piamente un supuesto de la mal llamada "inver­
sión" de la carga de la prueba. Si fuese así, sería 
obligación de los anunciantes acreditar la veracidad 
de las afirmaciones contenidas en sus anuncios sin 
mediar requerimiento de la autoridad competente. 

Finalmente, el artículo 15° del Decreto Legislativo 
No 691 señala que las afirmaciones difundidas en los 
anuncios serán susceptibles de ser probadas por los 
anunciantes en cualquier momento y sin dilación. 
Ello implicaría que los anunciantes deberían contar 
con el material probatorio o "substanciación" nece­
saria con anterioridad a la diseminación de su publi­
cidad, posición que se asemejaría más a la teoría de 
la base razonable construida por la Federal Trade 
Commission. 

El caso materia de comentario resulta pues de par­
ticular interés en tanto constituye el primer prece­
dente administrativo que consagra la obligación de 
los anunciantes "de contar, antes de lanzar una 
campaña publicitaria, con todo el sustento probato­
rio que acredite adecuadamente las características 
atribuidas en sus anuncios a los productos y servi­
cios publicitados". (Ver considerando 13 de la reso­
lución comentada) 

4.5 La publicidad por medio de envases 

Anteriormente hemos afirmado que la labor del 
Derecho reside en encontrar mecanismos adecua­
dos para transmitir información relevante a los 
consumidores para que puedan efectuar sus deci­
siones de consumo; entre los cuales encontramos el 
rotulado de productos envasados. A través de las 
normas de rotulado exigimos a los proveedores 
(productores, importadores, distribuidores, etc.) di­
fundir determinada información en los envases de 
sus productos. Así, diariamente adquirimos pro­
ductos en cuyas envolturas podemos leer qué em­
presa los importó, cuáles son sus ingredientes y sus 
valores nutricionales, por citar algunos ejemplos. 

Asimismo hemos afirmado que la publicidad (co­
mercial) es un mecanismo de comunicación pública 
cuya finalidad principal no es la de informar a los 
consumidores: informará en la medida en que los 
aseveraciones difundidas puedan ser un elemento 
de persuasión para la adquisición del producto o 
servicio promocionado. 

En este sentido, el artículo 2° del Decreto Supremo 
No 20-94-ITINCI, Reglamento de la Ley de Normas 
de la Publicidad en Defensa del Consumidor, guar­
da coherencia con los lineamientos antes expresa­
dos al señalar que se entiende como publicidad por 
envase a toda referencia distinta a la información 
propia de las normas de a rotulado, y la información 
técnica del producto (v. gr., consignar una frase 
como" sabor a pura naranja" en el envase de un jugo 
soluble). 

2~. • Urió delos primeros precedentes en esta máteria f~e éJ f;¡ilde§itiaó.po~ la FedemltradeC()!ninissfóneile[¿a~ó PFIZER INC. En dichó 
caso, la referida empresa J>abía difundido por mediÓ deJa radi(})'}a televisiÓn ql!e su producto UN-B~ anestesiaba Jos nervios en 
piel sensible por insolación. La mencionada resoltn.:íónfl1ndall}en~~ la ~e5~í~dd~exigirlt:< a los ;mlll'lcü~nt\:~qut> cuenten con \1lla. base 
razonable qut> sustentt> sus afirmaciones de la ¡¡íguít>nte manera~ · ·•· · · · · • • · ···· ·· · · 

"The consttmer is ·entitled, qsa mauer.ojmarketplacejairness, lo rely .JfJ<m th~ mant~.cturer toiave a 'reasondbt~ bdsis'for.making perthrmance 
claims. A consumershm¡/d not be wmpelied toen ter intoan~r~o~omictl!JI'!Pie te de.termíne ¡v~~ther aproduct -will qrzvi/lrwt perform as represe¡¡ted. 
The economic gamble ínwlved in a.cqrm;mer's relian~e upon ~ffirma#i!~ptoductcif!1J!> i~ge¡¡t~ti ~y t11r vcp¡fnr~s actívtti?s, and cannot be easily 
awided_by consumers .. Takinga difieren t analytica} perspectiv~aruj¡veig~t?ki1Jf1J!llJÍ1J!a~ ~ostforafJipllafiveproJ.ucrclair¡¡s ,.against economic losses. 
to consumers whiclt can be jatrly be ascribed to advertisingclaimsl(J(/qngft<Chrea~ble basis(lCJS$~S tvíchare, ~~\ {1 practica! sen se itnawidablefor 
tlle cons~Jmcr ), it is likewise c/ear that e(onomt'i:faímess requires that th!s pb/igtitíon be imposed on vendare · · 
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Así, atendiendo a lo dispuesto por la norma señala­
da en el párrafo precedente, la resolución comenta­
da concluye que el consignar una composición quí­
mica engañosa en el envase de un producto, no 
configura un supuesto susceptible de ser sanciona­
do por las normas que supervisan la publicidad 
comercial. (Ver considerandos 6, 7 y 8 de la resolu­
ción comentada) 

V. A MANERA DE CONCLUSION 

El presente comentario no pretende más que esbo­
zar los fundamentos que subyacen al principio de 
veracidad en materia publicitaria y que determinan 
la racionalidad de imponer a los anunciantes el 
costo de sustentar las aseveraciones objetivas dise­
minadas a través de los anuncios que promocionan 

la adquisición de los bienes y servicios existentes en 
el mercado. 

Así, básicamente, hemos concluido que el principio 
de veracidad en materia publicitaria se sustenta en 
razones de asimetría de información y de recursos 
económicos. Asimismo, ésta asimetría justifica que 
el costo de probar las afirmaciones objetivas difun­
didas a través de material publicitario recaiga bási­
camente sobre los anunciantes y no sobre los consu­
midores. 

Lo expresado en páginas anteriores contituye sim­
plemente un trabajo preliminar en un campo poco 
explorado en nuestro medio. Esperamos con él con­
tribuir a que en el futuro mayores estudios sean 
elaborados en esta materia. 

ENRIQUE COSTA SAENZ 
NOTARIO DE LIMA 

Lampa 879 Of. 212-214 
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